
 

D I C T A M E N  5 0 5 / 2 0 2 4  

(Sección 1.ª) 

San Cristóbal de La Laguna, a 16 de septiembre de 2024. 

Dictamen solicitado por la Sra. Alcaldesa-Presidenta del Ayuntamiento de 

Buenavista del Norte en relación con el procedimiento de resolución del contrato 

obras correspondientes al proyecto denominado «Cine-Teatro de Buenavista del 

Norte», por incumplimiento de la constructora UTE (...) de la obligación 

principal del contrato, por causas imputables al contratista (EXP. 450/2024 

CA)*. 

F U N D A M E N T O S  

I 
1. El presente Dictamen, solicitado por la Sra. Alcaldesa-Presidenta del 

Ayuntamiento de Buenavista del Norte el 5 de julio de 2024 (con registro de entrada 

en este Consejo consultivo el 11 julio de 2024), tiene por objeto el análisis jurídico 

de la Propuesta de Resolución formulada por el Ayuntamiento de Buenavista del 

Norte en cuya virtud se plantea la resolución del contrato administrativo de obras 

correspondientes al proyecto denominado «Cine-Teatro de Buenavista del Norte», 

suscrito con la empresa UTE (...). 

2. La legitimación para solicitar la emisión del Dictamen de este Consejo 

Consultivo le corresponde a la Sra. Alcaldesa del Ayuntamiento de Buenavista del 

Norte de conformidad con lo dispuesto en el art. 12.3 de la Ley 5/2002, de 3 de 

junio, del Consejo Consultivo de Canarias -en adelante, LCCC-. 

3. Es competencia del Consejo Consultivo la emisión, con carácter preceptivo, 

de Dictamen en los supuestos de « (...) nulidad, interpretación, modificación y 

resolución de los contratos administrativos en los casos previstos en la normativa 

general de contratación administrativa» [art. 11.1.D, apartado c) LCCC]. 

                                                 
* Ponente: Sr. Fajardo Spínola. 
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En este sentido, el art. 191.3, letra b) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 

Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico 

español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 

2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 -en adelante, LCSP- (texto legal aplicable al 

presente supuesto de acuerdo con lo establecido en el apartado 4 del presente 

Fundamento Jurídico), señala que « (...) será preceptivo el dictamen del Consejo de 

Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva en los 

casos y respecto de los contratos que se indican a continuación: a) La interpretación, 

nulidad y resolución de los contratos, cuando se formule oposición por parte del 

contratista». Circunstancias éstas que concurren en el presente procedimiento 

administrativo - incluida la oposición del contratista- y que determinan la 

preceptividad del Dictamen de este Consejo Consultivo. 

Asimismo, el art. 112.2 LCSP establece que «el avalista o asegurador será 

considerado parte interesada en los procedimientos que afecten a la garantía 

prestada, en los términos previstos en la legislación vigente en materia de 

procedimiento administrativo común». Y el art. 109.1, apartado b) RGLCAP, prevé 

también la apertura de un trámite de audiencia al avalista o asegurador cuando se 

proponga la incautación de la garantía depositada. 

En este caso, consta que la garantía se estableció mediante la retención en el 

precio del contrato, por importe de 241.924,60 €, por lo que no existiendo avalista o 

asegurador no es necesario efectuar dicho trámite de audiencia. 

Finalmente, el art. 109.1, apartado c) RGLCAP, prevé la evacuación preceptiva 

del informe del Servicio Jurídico. Trámite que ha sido convenientemente observado 

en la instrucción del procedimiento de resolución contractual. 

4. En lo que se refiere al régimen jurídico aplicable resultan de aplicación tanto 

la LCSP (véase la Disposición transitoria primera en relación con la Disposición final 

decimosexta del citado texto normativo) como el Reglamento General de la Ley de 

Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto 1098/2001, de 

12 de octubre, en lo que no se oponga al precitado texto legal (Disposición 

derogatoria de la LCSP). 

5. En cuanto al plazo máximo para resolver -y notificar- se ha de señalar que la 

resolución de incoación del presente procedimiento administrativo se adoptó el día 

23 de abril de 2024, esto es, con posterioridad a la entrada en vigor -el 1 de enero de 

2023- de la Ley 7/2022, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la 

Comunidad Autónoma de Canarias para 2023, cuya disposición adicional sexagésimo 
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segunda, titulada «Procedimientos de resolución contractual en materia de 

contratación pública», establece que «los procedimientos de resolución contractual 

que se tramiten en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias, incluidas sus 

entidades locales, y estén incluidos en el ámbito de aplicación de la legislación 

estatal de contratos del sector público, deberán ser instruidos, resueltos y 

notificados, en el plazo máximo de ocho meses. La falta de resolución expresa en el 

plazo indicado conllevará la caducidad y el archivo de las actuaciones». 

De esta manera, el plazo máximo para instruir, resolver y notificar la resolución 

que ponga fin al presente procedimiento de resolución contractual es de ocho meses. 

En consecuencia, habiéndose incoado -de oficio- las presentes actuaciones el día 23 

de abril de 2024 se entiende que el procedimiento administrativo de referencia 

caducará el 23 de diciembre de 2024. 

6. La competencia para resolver el presente expediente de resolución 

contractual le corresponde al órgano de contratación (arts. 190, 191.4 y 212 LCSP). 

En este caso, el contrato que se pretende resolver fue adjudicado por la Junta de 

Gobierno local por Acuerdo de adjudicación de fecha 30 de noviembre de 2021. 

De esta manera, le corresponde al citado órgano la competencia para resolver el 

procedimiento administrativo de referencia. 

II 
Los antecedentes que han dado origen al presente procedimiento administrativo 

y que constan documentados en el expediente remitido son los siguientes: 

1. Por Acuerdo de la Junta de Gobierno Local, reunida en sesión extraordinaria 

de fecha 30 de noviembre de 2021, se adjudica a la UTE (...), constituida mediante 

escritura notarial número 2255 entre las empresas UTE (...), y UTE (...), con C.I.F. 

UTE (...), el contrato de obras contempladas en el proyecto denominado «Cine-

Teatro de Buenavista del Norte» por importe de DOS MILLONES QUINIENTOS OCHENTA 

Y OCHO MIL QUINIENTOS NOVENTA Y TRES EUROS CON VEINTISIETE CÉNTIMOS 

(2.588.593,27 €), y un plazo de ejecución de 14 meses, que según la cláusula 5 del 

Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares por el que se rige el presente 

contrato, se computará de fecha a fecha tomando como referencia la fecha de 

suscripción de la correspondiente Acta de Comprobación de Replanteo 

2. El 9 de diciembre de 2021 se formaliza el contrato de obras entre el 

Ayuntamiento y la empresa contratista, UTE (...), con C.I.F. UTE (...) y constituida 
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mediante escritura notarial número 2255 entre las empresas UTE (...), con C.I.F. UTE 

(...), y UTE (...), con C.I.F. UTE (...) cuyo objeto es la obra de ejecución del proyecto 

denominado «Cine-Teatro de Buenavista del Norte» por importe de DOS MILLONES 

QUINIENTOS OCHENTA Y OCHO MIL QUINIENTOS NOVENTA Y TRES EUROS CON 

VEINTISIETE CÉNTIMOS (2.588.593,27 €), 

En cuanto al plazo de ejecución de la obra se establece en 14 meses. 

3. Con fecha 18 de abril de 2022 se suscribió el acta de replanteo, iniciándose las 

obras desde dicha fecha con una duración prevista de 14 meses, por lo que la 

ejecución de la obra debía finalizar el 18 de junio de 2023. 

4. El 21 de julio de 2022 se entrega un primer informe del ritmo y desarrollo de 

la obra en el que se informaba de la necesidad de la realización de un nuevo estudio 

geotécnico ante la heterogeneidad del terreno y de la información obtenida en las 

barrenas ejecutadas bajo las zapatas. Por lo que se modifica el planning inicial 

adaptado a las nuevas circunstancias de la obra. 

5. El 8 de agosto de 2022 se aporta a la constructora el nuevo plano de 

cimentación. 

6. Desde agosto hasta noviembre se viene simultaneando la ejecución de los 

elementos de cimentación, contención y estructura con la excavación. Las 

dificultades acontecidas para ejecutar la excavación han hecho que ésta se dilatara 

de los dos meses previstos en el «planning de trabajo inicial de la obra» hasta los 

cinco meses que finalmente han resultado necesarios, condicionando la ejecución del 

resto de la obra. Estado actual de la obra en noviembre de 2022 es: finalización de la 

excavación y se ha ejecutado la parte de cimentación y contención cercanas a la 

medianera (lindero noreste), garantizando la estabilidad de la edificación colindante. 

7. El 14/12/2022 la UTE contratista presenta la primera reclamación por parte 

de la constructora solicitando una «actualización/revisión de precios» por 

inviabilidad económica de la obra, señalando: 

«Según lo hablado en las últimas reuniones mantenidas con la propiedad y la D.F. de la 

obra, el coste de las partidas que se están ejecutando actualmente ha sufrido un notorio 

incremento con respecto a los precios ofertados en la licitación de la obra, debido a la 

situación mundial actual ya conocida por todos. 

Se adjunta el comparativo con las diferencias de las partidas ya ejecutadas y 

certificadas, así como la previsión de la diferencia de precios al cierre de la obra, estimado a 

día de hoy. 

http://www.consultivodecanarias.org/


http://www.consultivodecanarias.org/ Consejo Consultivo de Canarias

 

Página 5 de 14 DCC 505/2024 

Lo que se comunica a los efectos de iniciar expediente de incremento de precios o de 

cualquier otro al que hubiere lugar» 

8. El 9/02/2023 se presenta reclamación por la UTE contratista al Ayuntamiento 

para que proceda a la «suspensión del contrato o cese temporal del mismo» por 

inviabilidad económica de la obra, alegando que por causas no imputables a esta 

entidad, la adjudicación e inicio de las obras sufrió un notorio retraso entre la fecha 

prevista de inicio y finalización de la ejecución y su efectiva puesta en marcha, por 

lo que ha existido incrementos de precios desde la licitación de la obra hasta el día 

de comienzo de su ejecución que evidencian un desajuste económico. Por lo que 

consideran que debe procederse a la actualización de precios porque se ejecuta en 

un periodo superior al inicialmente previsto provocando un desfase entre los precios 

ofertados y los precios vigentes en el mercado a la fecha de su ejecución. 

Por tanto, se considera que se produce un desfase de la oferta entre el momento 

en el que se formula (28 de mayo de 2021) y el momento en el que se ha de proceder 

a su ejecución, a partir del 28 de abril de 2022 por causas no imputables al 

contratista que justifican la actualización de los precios ofertados 

9. El 17 de febrero de 2023 se emite Informe jurídico relativo a la solicitud de 

suspensión temporal del contrato a efectos de actualización de precios, en el que se 

concluye que: 

«atendiendo a la conformidad de la adjudicataria en el la formalización del contrato y 

en el Acta de replanteo, no cabe la actualización de precios en el momento actual de la 

vigencia del contrato; sin embargo, sí se podría proceder a la revisión de precios tras la 

solicitud de la contratista y conforme a la fórmula polinómica establecida en la norma de 

aplicación. 

Por otro lado, la tramitación de una posible revisión de precios no implica ni requiere la 

suspensión del contrato o el cese temporal de la ejecución del mismo. Esto sería una 

actuación potestativa de la Administración, pero que en la actualidad no cuenta con 

justificación alguna en la documentación obrante en el expediente. 

Por último, el retraso en la ejecución de las obras por causa imputable a la 

adjudicataria rompe el compromiso de cumplimiento de contrato y podrá llevar aparejada la 

imposición de penalidades y/o resolución de contrato con las consecuencias negativas para 

las empresas constituyentes de la UTE que se han detallado con anterioridad». 

10. El 28/03/2023 se formula la tercera reclamación de la constructora por 

inviabilidad técnica del proyecto alegando consideraciones de eficiencia energética y 
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al cumplimiento del CTE, aportando informe pericial sobre cumplimiento o no de la 

eficiencia energética del Proyecto Obra: Cine-Teatro de Buenavista del Norte, 

redactado por los Arquitectos UTE (...) y UTE (...). 

Por la Dirección Facultativa de la obra se emite informe el 25 de abril de 2023 en 

el que se concluye que la normativa de aplicación al Proyecto en cuanto eficiencia 

energética es el CTE DB HE 2013 y que al amparo de esta normativa será construido, 

obteniendo su certificado final de obra y certificado de eficiencia energética de 

edificio terminado. Por tanto, se considera que el proyecto NO debe adaptarse al CTE 

DB HE 2019. 

11. El 15/06/2023 la UTE contratista presenta la cuarta reclamación al 

Ayuntamiento para que proceda a «la suspensión temporal total de la obra del “Cine-

Teatro de Buenavista del Norte», en los términos ya solicitado el 30 de enero de 2023 

y ahora reiterados. 

Subsidiariamente a lo anterior, y ante la concurrencia de evidentes causas 

técnicas que justifican la necesaria ampliación del plazo de ejecución se solicita que 

se proceda a acordar el aumento del plazo de ejecución por causa no imputable a la 

contratista». 

12. Finalizado el plazo de ejecución definido en el contrato (18/06/2023) la obra 

se ha ejecutado en un 8,2328 %. 

III 
En cuanto a la tramitación del expediente de resolución contractual, constan 

practicadas las siguientes actuaciones: 

1. Mediante Acuerdo de la Junta de Gobierno Local adoptado en sesión ordinaria 

celebrada el día 23 de abril de 2024, se acuerda desestimar la solicitud de suspensión 

del contrato, la petición de actualización de precios y revisión de precios 

extraordinaria y la solicitud de ampliación del plazo de ejecución de las obras; y se 

acuerda la incoación del procedimiento administrativo de resolución del contrato de 

las obras correspondientes al proyecto denominado «Cine-Teatro de Buenavista del 

Norte», por incumplimiento de la constructora UTE (...) de la obligación principal del 

contrato, por causas imputables al contratista (art. 211.1.f LCSP), al haber ejecutado 

únicamente el 8,2328 % de la obra. 

Del mismo modo se acordó incautar la garantía definitiva por importe de 

241.924,60 €. Para ello, teniendo en cuenta que la garantía se estableció mediante la 

http://www.consultivodecanarias.org/


http://www.consultivodecanarias.org/ Consejo Consultivo de Canarias

 

Página 7 de 14 DCC 505/2024 

retención en el precio del contrato, y a la vista de las certificaciones obrantes en el 

expediente, se ha detraído a día de hoy la cantidad de 199.171,64 €, habría que 

requerir a la UTE adjudicataria del contrato el abono de lo que resta hasta el total de 

la garantía, esto es 42.752,96 €. 

Dicha resolución es notificada a la UTE contratista el 6 de mayo de 2024. 

2. Consta en el expediente remitido escrito de alegaciones formulado por la UTE 

(...) en el que manifiesta su oposición a la causa de resolución del contrato invocada 

por la Administración municipal, considerando que procede la resolución contractual 

por la causa prevista en el art. 211.1.g) LCSP, consistente en la imposibilidad de 

ejecutar la prestación en los términos inicialmente pactados, al ser necesario 

adaptar el proyecto a una legislación sobrevenida de obligado cumplimiento, 

concretamente a la nueva redacción del art. 15 del Real Decreto 314/2006, de 17 de 

marzo por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación, sobre exigencias 

básicas de ahorro de energía (HE) operada por el Real Decreto 732/2019, de 20 de 

diciembre, por el que se modifica el Código Técnico de la Edificación, que entró en 

vigor el día 28.12.2019 (al día siguiente de su publicación en el BOE). 

Señala la UTE contratista que el proyecto se aprobó el 24.01.2020, y las obras se 

iniciaron el 18 de abril de 2022 de modo que el proyecto inicial no se podía ejecutar 

en los términos en que fue redactado y aprobado, siendo necesaria la elaboración de 

un nuevo proyecto adaptado al Real Decreto 732/2019, de 20 de diciembre. La UTE 

aportó dictamen pericial sobre cumplimiento de la normativa de eficiencia 

energética que concluye: 

1. El proyecto técnico de fecha mayo de 2019 no cumple el Código técnico de la 

Edificación, pues no se adaptó con el contenido obligatorio en fase de proyecto del 

CTE DB HE 2019. 

2. En fase de ejecución de obra no cumple la normativa de Ahorro de Energía (DB 

HE) del CTE. Para poder cumplir el CTE, es obligatorio adaptar las soluciones 

constructivas de la envolvente de la obra, a las soluciones propuestas en el 

certificado de eficiencia energética adaptado al CTE DB HE 2019. Por lo tanto, se han 

de revisar y adaptar las soluciones constructivas de la envolvente, así como la 

reducción de la demanda energética de fuentes no renovables. 

Alega la UTE contratista que del expediente administrativo se deduce una 

voluntad clara de la UTE (...) tendente al cumplimiento del contrato y por ello 
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planteó en tiempo y forma (29.03.2023) la necesidad de modificación del proyecto 

para que se contemplara la necesaria adaptación de la obra proyectada al Real 

Decreto 732/2019, de 20 de diciembre. 

Se alega que la UTE (...) no incurrió en el incumplimiento de sus obligaciones 

contractuales, ya que formuló en tiempo y forma las pertinentes solicitudes de 

suspensión de la ejecución del contrato y de ampliación del plazo de ejecución de las 

obras, de tal forma que correspondía al órgano de contratación resolverlas «a la 

mayor brevedad, adoptando las medidas convenientes para no alterar el ritmo de las 

obras» (art. 142 RGLCAP), sin que la inactividad de dicho órgano pueda transformarse 

en incumplimiento culpable de la contratista. 

Considera el contratista que teniendo en cuenta el momento en que se planteó 

(29.03.2023), esta causa de resolución del contrato debe considerarse prioritaria en 

el tiempo, por lo que conforme a lo previsto en el art. 211.2 LCSP el órgano de 

contratación debió considerarla en su debido momento y resolver su concurrencia o 

no instruyendo el oportuno procedimiento administrativo y dictando la resolución que 

pusiera término al mismo. 

Finalmente solicita que se tenga por formulada su oposición a la resolución del 

contrato de ejecución de las obras «Ejecución del Cine-Teatro de Buenavista» por la 

causa alegada por el órgano de contratación, y se acuerde la resolución del contrato 

de las obras por la imposibilidad de ejecutar la prestación en los términos 

inicialmente pactados [art. 211.1.g) LCSP], al no haberse adaptado el proyecto a las 

exigencias del Real Decreto 732/2019, de 20 de diciembre, y reconociendo el 

derecho de la contratista a la indemnización correspondiente por la prestación 

dejada de realizar en los términos previstos por la LCSP, se le devuelva la garantía 

definitiva constituida mediante retención en el precio y se proceda a la 

comprobación, medición y liquidación de las obras realizadas con arreglo al proyecto 

y las modificaciones ejecutadas por orden de la dirección facultativa fijándose los 

saldos pertinentes a favor de la contratista. 

3. Con fecha 4 de junio de 2024 se emite Informe por la Dirección facultativa de 

la obra relativo a las alegaciones formuladas por la UTE (...), en el que se expone, en 

síntesis, lo siguiente: 

- «A modo de contexto, debe recordarse que el proyecto “Cine-Teatro de 

Buenavista del Norte» fue entregado en el Ayuntamiento el 21 de junio de 2019 con 

número de registro de entrada 2019-E-RE-158. La licitación para la ejecución de la 

obra se realizó el 21 de mayo de 2021 y se formalizó con fecha 20 de enero de 2022. 
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El acta de replanteo y de comienzo de las obras se produjo el 18 de abril de 2022. La 

fecha de finalización de la obra se estimaba el 18 de junio de 2023. El 9 de febrero 

de 2023, la UTE solicitó la suspensión de la obra ante el riesgo de inviabilidad técnica 

y económica debida a los incrementos de los precios. El 28 de febrero el 

Ayuntamiento deniega dicha suspensión y considera que la eventual tramitación de la 

revisión excepcional de precios puede ser desarrollada de forma paralela a la 

continuación de las obras. El 29 de marzo de 2023 la UTE presenta informe pericial 

advirtiendo que el proyecto debe adaptarse al Código Técnico de la Edificación (en 

adelante, CTE). Desde ese momento y hasta la fecha se han ido produciendo una 

serie de comunicaciones entre la UTE, el Ayuntamiento y nosotros como redactores 

del proyecto y directores de la obra, que han culminado con la Propuesta de Resolución 

del contrato por parte del Ayuntamiento y la oposición de la UTE”. 

- (...) “La UTE se excusa en la imposibilidad de continuar la ejecución de la obra 

por ser necesaria una adaptación del proyecto técnico a la modificación del Real 

Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la 

Edificación (en adelante, CTE) por el Real Decreto 732/2019, de 20 de diciembre. Sin 

embargo, de los hechos descritos al comienzo de este escrito se desprende que, 

cuando la UTE se presentó a la licitación de la obra, ya se había producido la entrada 

en vigor de la modificación del CTE y, pudiendo hacerlo, no impugnó el pliego ni las 

condiciones del contrato”. 

(...) En consecuencia, es evidente que la modificación del CTE es solo una excusa 

que utiliza la UTE para suspender la obra o rescindir el contrato sin que se le 

penalice por ello. Esta idea se refuerza si se tiene en cuenta que el primer motivo 

que alegó, en su momento, eran causas económicas. Además, no aceptó la propuesta 

del Ayuntamiento de una posible revisión excepcional de precios desarrollada de 

forma paralela a la continuación de las obras para no perjudicar la correcta 

realización de la obra y el interés general». 

La Dirección Facultativa de la obra manifiesta, en relación a la necesidad de la 

adaptación del proyecto de obra al Código Técnico, que han emitido tres informes 

sobre este asunto. Estos informes son los siguientes: 

- 10 de mayo de 2023 Informe técnico en contestación al escrito presentado por 

la constructora en referencia al cumplimiento del proyecto de la normativa: CTE DB 

HE y eficiencia energética. 
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- 20 de julio de 2023 Informe de contestación al requerimiento del Ayuntamiento 

en referencia al escrito presentado por la constructora solicitando un acuerdo de 

suspensión temporal de la obra y una ampliación del plazo de ejecución. 

- 11 de marzo de 2024 Informe sobre el seguimiento de la obra del proyecto 

“Cine–Teatro de Buenavista del Norte” que acredita el incumplimiento de la 

obligación principal del contrato [art. 211.1.f) LCSP] imputable al contratista, como 

causa de resolución del contrato. 

En tales informes ya se indicada que las modificaciones efectuadas por el Real 

Decreto 732/2019 al CTE, según lo establecido en la Disposición transitoria primera, 

primer apartado, no son de aplicación al proyecto del CINE-TEATRO, por los motivos 

indicados en los mismos. Por tanto, se concluye que El Cine-Teatro de Buenavista del 

Norte, puede construirse al amparo del proyecto aprobado sin la obligación de 

modificarlo para adaptarlo a las exigencias sobrevenidas del Real Decreto 732/2019, 

de 20 de diciembre, por el que se modificó el Código Técnico de la Edificación, 

aprobado por el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo (BOE 27/12/2019). 

4. Con fecha 12 de junio de 2024 se emite Informe jurídico, en el que, en 

síntesis, se manifiesta lo siguiente: 

- «Que, habiendo transcurrido ocho meses desde el inicio de la ejecución de la obra y 

con un 5,30% de la totalidad de la obra certificada, a pesar de que restaban seis meses para 

la conclusión del plazo otorgado para la realización de la obra, solicitan la actualización de 

precios, la subsidiaria revisión de los mismos y la suspensión o cese temporal del contrato, 

acciones todas ellas que no se podrían llevar a cabo tal y como pretendía la adjudicataria y 

cuya negativa se justificó en el informe ya mencionado de 17 de febrero de 2023. 

- Que el 25 de septiembre de 2023, cuando ya la obra debía estar terminada, se emite 

un nuevo informe jurídico en el que se hace un recopilatorio de todas las reclamaciones 

presentadas por la contrata y las justificaciones de las negativas dadas. 

- Que el 19 de febrero y el 14 de marzo de 2024 se emiten sendos informes jurídicos en 

los que se establece el procedimiento a seguir para resolver el contrato y las posibles causas 

y consecuencias de dicha resolución. En base a estos informes se emplaza a la UTE 

adjudicataria para que pueda presentar las alegaciones que considere ante el acuerdo de 

resolución del contrato. 

- Que la contrata, en un nuevo intento de eludir responsabilidades, presenta escrito de 

alegaciones en tiempo y forma en el que insiste que la causa del retraso en la ejecución de 

las obras ha sido el mal funcionamiento e inactividad del órgano de contratación por 

considerar la adjudicataria que el proyecto de la obra que ellos también suscribieron como 
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documento contractual, no se ajusta a la normativa vigente y no fue debidamente 

supervisado. 

Con sus alegaciones parece que la UTE (...) se olvida que la primera reclamación que 

presentó no fue por este motivo y que habían transcurrido ocho meses desde el inicio de la 

ejecución de las obras, restando seis meses para la fecha prevista de término y habiendo 

ejecutado un 5,30% del total de la obra. 

Que, como las pretensiones de la contrata fueron denegadas de forma justificada, en un 

nuevo intento de salvar los muebles, si se nos permite la expresión, recurren a la supuesta 

obligatoriedad de adaptación del proyecto al CTE DB HE 2019. 

Con ánimo de no ser repetitivos, reiteramos y hacemos nuestros los argumentos ya 

contenidos en el informe de la Dirección facultativa en su informe del 4 de junio de 2024, 

respecto a la obligatoriedad de adaptación a la modificación legal de 2019, añadiendo, 

además, que parece que la contrata se olvida intencionadamente, que el inicio de las obras 

por parte de la Administración no es tan automático como en el caso de la solicitud de 

licencia de obra por un particular, pues en nuestro caso debe mediar y más en una obra con 

un presupuesto tan elevado, un procedimiento de licitación que impide un inicio en el plazo 

de seis meses como pretende convencernos la adjudicataria y como queda demostrado con la 

cronología y justificación dadas en los informes jurídicos anteriormente mencionados. 

- Que, respecto a la cronología que plantea la contrata cuando refiere que la causa de 

resolución del contrato planteada por la UTE es anterior a la alegada por el órgano de 

contratación, lo único que hace es confirmar que los responsables de la adjudicataria olvidan 

el porcentaje irrisorio de obra ejecutado antes de las reclamaciones presentadas, que no 

viene sino a poner de manifiesto la poca dedicación a la obra, la inactividad por parte de la 

contrata y la irresponsabilidad frente al trabajo contratado, no llegando a dar cobertura, 

siquiera, al importe exigido en concepto de garantía definitiva, que debía ser detraído del 

importe a abonar. 

- Que, en cuanto a la liquidación, sorprende que ahora muestren su desacuerdo, pues las 

escasas certificaciones firmadas cuentan con su aprobación. En cualquier caso, nos remitimos 

a lo dispuesto en el informe de la Dirección facultativa. 

Por tanto, a la vista de lo anteriormente expuesto, entendemos que las alegaciones 

presentadas por la adjudicataria interesada para modificar la causa de resolución del 

contrato no son más que un nuevo intento de eludir responsabilidades ante un contrato para 

el que presentaron una oferta económica en presunción de anormalidad que, 

voluntariamente, justificaron, en el que el ritmo de ejecución distaba mucho del previsto en 

el planning de trabajo preestablecido y donde han ido presentando escritos, incluso dos días 

antes del término del plazo de ejecución, con la intención de asumir pocas o ninguna 

responsabilidad ante la situación actualmente generada». 
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5. Con fecha 4 de julio de 2024 se formula Informe-Propuesta de Resolución en la 

que, por una parte, se desestiman las alegaciones efectuadas por la UTE contratista, 

y se propone resolver el contrato de las obras correspondientes al proyecto 

denominado «Cine-Teatro de Buenavista del Norte», por incumplimiento de la 

constructora UTE (...) de la obligación principal del contrato, por causas imputables 

al contratista [art. 211.1.f) LCSP], al haber ejecutado únicamente el 8,2328 % de la 

obra, con incautación de la garantía definitiva por importe de 241.924,60 €. 

6. Mediante oficio de 5 de julio de 2024 (con registro de entrada en este Órgano 

consultivo el 11 julio de 2024), se solicita la emisión del Dictamen preceptivo del 

Consejo Consultivo al amparo de lo dispuesto en la LCCC 

IV 
1. Una vez examinado el contenido del expediente administrativo y 

principalmente la Propuesta de Resolución que es sometida a dictamen por este 

Consejo Consultivo, se advierte la existencia de defectos que impiden la emisión de 

un juicio de adecuación jurídica respecto al tema de fondo. 

En primer lugar, el informe-Propuesta de Resolución carece de la necesaria 

exposición de los antecedentes de hecho relativos a la ejecución del contrato que se 

consideran relevantes para acordar la resolución del contrato que se pretende, 

limitándose a establecer un índice de los documentos que obran en el expediente con 

su fecha y número de registro, pero sin realizar una exposición, aunque sea suscinta 

de los hechos acaecidos durante la ejecución del contrato en los que se sustenta la 

Propuesta de Resolución. 

Cuando se exige que los actos administrativos sean motivados (art. 35 de la 

LPACAP), con suscinta referencia a los hechos, no basta con enumerar los 

documentos que constan en el expediente, pues tal forma de proceder no permite 

conocer los hechos relevantes en los que se sustenta la resolución, sin que pueda 

suplir esta deficiencia este Consejo Consultivo, cuyas funciones no son la elaboración 

de propuestas de resolución. 

Por otra parte, la Propuesta de Resolución carece de fundamentación jurídica, 

limitándose a enumerar la legislación aplicable pero sin una argumentación jurídica 

razonada sobre la pretendida resolución contractual. 

Las propuestas de resolución deben venir debidamente redactadas, con la 

exposición de hechos y fundamentos jurídicos que permitan conocer la motivación 

del acto, y por tanto, proceder a analizar si la misma es o no ajustada a Derecho. Por 
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tanto, debe ajustarse en su contenido a lo previsto en el art. 88 LPACAP y, en orden a 

garantizar los principios de seguridad jurídica y eficacia, formularse de manera clara 

y precisa, con sus antecedentes, fundamentos y, naturalmente, resuelvo. Lo que aquí 

no ocurre, toda vez que se recurre a la técnica de la “motivación por remisión” 

traspasando todos sus límites, al adolecer la Propuesta de Resolución de la más 

mínima fundamentación o razonamiento en base al cual adopta finalmente la 

decisión. 

En definitiva, debe incorporarse a la Propuesta de Resolución la motivación 

fáctica y jurídica en la que se fundamenta la resolución que propone, así como 

responder a todas las cuestiones que se han presentado durante la tramitación del 

procedimiento. 

2. Por lo antes razonado, procede que, conservando los actos y trámites 

practicados, se retrotraigan las actuaciones y emitir nueva Propuesta de Resolución, 

en la que se expongan los debidos antecedentes de hecho relevantes para acordar la 

resolución del contrato que se pretende, así como la debida fundamentación jurídica 

en la que se sustenta, resolviendo no sólo sobre la resolución del contrato planteada 

por la Administración, sino entrando también a resolver cuestiones conexas, tales 

como la referida a la imposibilidad de ejecutar la prestación en los términos 

inicialmente pactados, al ser necesario adaptar el proyecto a una legislación 

sobrevenida de obligado cumplimiento, concretamente a la nueva redacción del art. 

15 del Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo por el que se aprueba el Código 

Técnico de la Edificación, sobre “exigencias básicas de ahorro de energía (HE) 

operada por el Real Decreto 732/2019, de 20 de diciembre, que plantea la empresa 

interesada. 

Una vez emitida la referida Propuesta de Resolución, deberá remitirse a este 

Consejo Consultivo para la emisión del preceptivo dictamen, debiéndose tener en 

cuenta que el actual procedimiento resolutorio se inició de oficio el día 23 de abril 

de 2024 por lo que se entiende que el procedimiento administrativo de referencia 

caducará el 23 de diciembre de 2024, tal y como se indicó en el Fundamento I.5 del 

presente Dictamen. 

C O N C L U S I Ó N  

La Propuesta de Resolución por la que se acuerda la resolución del contrato 

administrativo de obras correspondientes al proyecto denominado «Cine-Teatro de 
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Buenavista del Norte», suscrito con la empresa UTE (...), no es conforme a Derecho, 

debiendo retrotraerse las actuaciones en los términos y por los motivos indicado en 

el Fundamento IV del presente Dictamen. 
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